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Seis años del observatorio  
Debido Proceso y Seguridad

Bajo el argumento de la urgen-
te necesidad de combate al crimen 
organizado y grupos criminales que 
operan en la zona norte del país, y 
siguiendo el discurso y la práctica 
neo punitivista del Estado paragua-
yo de los últimos años que preten-
de solucionar problemas sociales 
con mayor intervención penal, en el 
2013 y por el Decreto Nº 103, del 24 
de agosto de 2013 se crea la Fuer-
za de Tarea Conjunta (FTC), que es 
una fuerza armada integrada por 
efectivos militares, policiales y de la 
Secretaría Nacional Antidrogas (SE-
NAD). La constitucionalidad de esta 

Ley es cuestionable ya que por man-
dato constitucional los militares no 
pueden intervenir en tareas de segu-
ridad interna.

La creación de la FTC significó 
el traslado y la instalación perma-
nente de militares y policías ves-
tidos con el típico atuendo militar 
(ropas de camuflaje o para para’i) 
en varias comunidades campesinas 
de los departamentos de Concep-
ción y San Pedro, específicamente 
en los distritos de Santa Rosa del 
Aguaray, Tacuatî, Nueva Germania, 
Azote’y, Arroyito, Yby Yaú, Horque-
ta; y representó la culminación de 

un proceso de militarización de la 
seguridad en la zona norte, que se 
inició con los distintos operativos 
militares entre 2008 y 2012 respec-
tivamente, y que continuó con es-
tados de excepción, desembocando 
finalmente, en la creación de este 
grupo denominado Fuerza de Tarea 
Conjunta.

La militarización de la zona nor-
te más que brindar seguridad y so-
luciones a las personas del norte fue 
denunciada en varias ocasiones por 
cometer violaciones a los derechos 
humanos de las personas que vi-
ven en su zona de intervención, esto 
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 El 13 de agosto del 2019, con cinco 

votos condenatorios y dos absolutorios el 

Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados 

resolvió apercibir al camarista Dr. Emiliano 

Rolón, el cual fue denunciado por la 

fiscal general del estado Abg. Sandra 

Quiñonez por la anulación de la condena y 

absolución de los campesinos acusados y 

condenados en el caso conocido como La 

Masacre de Curuguaty.

no pudo probar la conducta realiza-

da por estas personas.
Así mismo, los camaristas, Emi-

liano Rolón y Cristóbal Sánchez 

habían votado por la no realización 

del reenvío, por considerar que un 

nuevo juicio oral y público no iba a 

subsanar los vicios que se encontra-

ban en la investigación realizada por 

la Fiscalía, por el contrario, Arnaldo 

Martínez Prieto votó por la realiza-

ción del reenvío.Por ello, ambos camaristas son 

denunciados por el Ministerio Públi-

co ante el Jurado de Enjuiciamiento 

de Magistrados por considerar que 

han incurrido en mal desempeño de 

funciones debido a que en el fallo 

cuestionaron la investigación reali-

zada por los fiscales y por mayoría 

los campesinos fueron absueltos de 

manera directa.Durante el proceso de enjuicia-

miento, el Dr. Cristóbal Sánchez 

presenta su renuncia antes que el 

JEM emita una resolución, en pri-

mer lugar, porque el juicio en su 

contra atenta la independencia del 

poder judicial, y, en segundo lugar, 

por considerar que no existe apoyo 

por parte de la Corte Suprema de 

Justicia hacia los magistrados, se-

gún lo explicó a los medios de comu-

nicación, la Nación y Última Hora.

El 13 de agosto del 2019 el JEM 

sanciona al Dr. Emiliano Rolón 

apercibiéndolo. La denuncia realiza-

da por la Fiscal General del Estado y 

la sentencia emanada por el Jurado 

de Enjuiciamiento de Magistrados 

sientan un precedente nefasto para 

la independencia judicial, debido a 

que genera un efecto disciplinador 

para los demás jueces de la repúbli-

ca, los cuales han recibido el mensa-

je que serán enjuiciados y sanciona-

dos si se oponen a lo que la fiscalía 

quiere, especialmente los casos que 

adquieren relevancia política, social 

y mediática.

Los camaristas Cristóbal Sán-

chez, Emiliano Rolón y Arnaldo 

Martínez Prieto fueron los jueces 

que tuvieron la responsabilidad de 

resolver el recurso extraordinario de 

casación presentado por la defensa 

de los campesinos condenados, de-

bido a las múltiples inhibiciones 

realizadas por miembros de la Corte 

Suprema de Justicia, ya que el caso 

denominado social y mediáticamen-

te como La Masacre de Curuguaty, 

fue una de las causales que le costó 

el juicio político y posterior desti-

tución al entonces presidente de la 

república Fernando Lugo.

Como integrantes de la Sala Pe-

nal de la Corte Suprema de Justicia 

y conforme acuerdo y sentencia N° 

293, de 26 de julio del 2018 los ma-

gistrados resolvieron hacer lugar al 

recurso extraordinario de casación, 

revocar la resolución impugnada y 

por consiguiente absolver de repro-

che y pena a los once campesinos 

que habían sido condenados, con-

siderando que el Ministerio Público 

Cuando no se hace lo que la fiscalía 

quiere, sanción a camarista
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Hace poco más de 20 años, INECIP-Paraguay 

empezó a trabajar en torno a la compresión 

del funcionamiento del sistema penal. Estos 

años de trabajo y estudio nos permitieron 

conocer la distancia que existe entre lo que 

tiene que ser, según la ley, (formulación) y 

cómo funciona (configuración). 

En un Estado social de derecho de ca-

rácter republicano, las instituciones deben 

adecuar sus actuaciones a los mandatos 

constitucionales y legales para contribuir a 

la seguridad jurídica y a la seguridad huma-

na integral. Esto no será posible sin un con-

trol constante de las actuaciones de quienes 

estén al frente o actúen como parte de estas 

instituciones. Una vigilancia documentada y sistemá-

tica es fundamental para que la ciudadanía 

contribuya a disminuir la distancia que exis-

te entre el deber ser y el ser en el sistema 

de justicia penal. Por eso nos propusimos reunir, analizar 

y publicar informaciones de los mismos ac-

tores involucrados en su funcionamiento, 

de las personas a quienes afecta y sobre 

las políticas de seguridad que implementa. 

Queremos que esto contribuya a generar 

una conciencia ciudadana crítica dotada de 

elementos para exigir que el poder penal del 

Estado se aplique únicamente dentro de los 

márgenes constitucionales. 
El sistema penal debe cumplir su mi-

sión constitucional de limitar la violencia 

estatal, de lo contrario pierde el único sen-

tido que tiene.Este material se realiza en colabora-

ción con Diakonia, organización sueca de 

cooperación internacional basada en la fe 

que, junto con actores locales, trabaja por 

un cambio duradero que mejore la situa-

ción de las personas más vulneradas en el 

mundo.

¿Por qué un Observatorio sobre debido proceso y seguridad?

Fuente: Diario Ultima Hora, INECIP a través del Dr. Roque Orrego ejerció la defensa del Dr. Emiliano Rolón 

ante el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados.
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En Paraguay operan diversos grupos 

criminales vinculados a distintos 

tipos de negocios ilegales: tráficos de 

armas, narcotráfico, trata de personas, 

y contrabandos en general. Actúan 

mayoritariamente en las zonas fronterizas, 

y de manera particular en el límite 

con Brasil. El Primer Comando de la 

Capital (PCC) es uno de los principales 

por la cantidad de armas y dinero que 

moviliza, así como por la letalidad de 

sus actuaciones. Utiliza las cárceles 

como centro de operaciones, pero tiene 

presencia en varios departamentos del 

país. Hasta el momento, la reacción 

estatal ha sido mayor violencia, a través 

de torturas y malos tratos, endurecimiento 

penitenciario y la militarización. Sin 

embargo, no es el camino que contribuirá 

a la desarticulación de estas facciones, 

ni llevará la paz a las comunidades. Es 

preciso una intervención multi disciplinaria 

con enfoque social y criminológico, que 

trabaje sobre los factores de riesgo 

y protección; y la disminución de los 

índices de corrupción e impunidad de las 

instituciones vinculadas a la prevención 

y represión del delito. A continuación, 

se presentan algunos hallazgos sobre la 

presencia del PCC en Paraguay. 
Este atentado acaparó la aten-

ción pública por varios días y generó 

críticas a la política de seguridad, 

enseguida se difundió que la muer-

te de Rafaat fue una acción conjun-

ta entre varias facciones criminales 

locales e internacionales, como el 

PCC, el Comando Vermelho y Jarvis 

Jimenes Pavâo, entonces detenido 

en la Agrupación Especializada de la 

Policía Nacional. También demos-

tró que “el crimen organizado tiene 

más poder de fuego y más estructu-

ra que la propia Policía Nacional”, 

lamentó el entonces gobernador de 

Amambay, Pedro González. 

Diez meses después, en un atra-

co de película, al menos 50 personas 

tomaron durante unos 30 minutos 

la segunda ciudad más importan-

El Primer Comando de la Capi-

tal (PCC) se presentó al país el 15 

de junio de 2016, con la ejecución 

de Jorge Rafaat Toumani, un capo-

mafioso de frontera, que conforme 

a los informes de los organismos de 

seguridad, ejercía un monopolio de 

los negocios ilegales en Pedro Juan 

Caballero, una zona y ruta estraté-

gicas para el ingreso de la marihua-

na, cocaína, cigarrillos, y otros pro-

ductos al mercado brasileño. Rafaat 

cobraba una suma de dinero, que 

rondaba el 5% del valor de la merca-

dería, a todos quienes operaban en 

la plaza comercial por él controlada, 

e incluso tenía la capacidad de vetar 

el ingreso de personas o mercancías. 

Llegó a prohibir la venta de cubier-

tas, uno de sus rubros legales. 

El crimen organizado y el PCC no se  

solucionarán solamente con mano dura
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te del país, la fronteriza Ciudad del 

Este, y explotaron la bóveda de la 

empresa Prosegur, robando mi-

llones de dólares. “La dimensión 

del ataque alertó al otro lado de la 

frontera paraguaya. La Policía Fede-

ral de Brasil desplegó patrullas por 

tierra y una embarcación armadas 

por el Río Paraná, para evitar que 

los ladrones escapasen por agua, 

además de dos helicópteros. El go-

bierno argentino, en tanto, anunció 

un refuerzo de la frontera y ofreció 

ayuda policial”. Ningún involucrado 

fue detenido en territorio paragua-

yo, sino días después en Brasil. De 

nuevo, las autoridades policiales 

que debían intervenir se declararon 

incapaces de enfrentar al crimen 

organizado y aguardaron que acabe 

El Observatorio de Debido Proceso y Seguridad es una iniciativa del INECIP Paraguay, a la que se sumó la Universidad 
Nacional de Pilar (UNP), que en estos seis años contó con el apoyo de Diakonía. El objetivo del mismo es visibilizar y 
plantear para el debate público, desde una perspectiva crítica y garantista de la Constitución Nacional, algunos aspectos 
de la Política Criminal contarios a los principios constitucionales, pero arraigados en la práctica de operadores y, por tanto, 
naturalizados. De esta manera, reúne, analiza y publica informaciones de los mismos actores del sistema penal, de las 
personas que afecta, así como las políticas de seguridad implementadas por el gobierno paraguayo. En ese contexto, 
con sus 24 publicaciones a lo largo de estos seis años y de manera ininterrumpida ha contribuido a generar conciencia 
ciudadana crítica dotándola de elementos para exigir que el poder penal del Estado se aplique únicamente dentro de los 
márgenes constitucionales.
Este artículo muestra los principales temas que han sido publicados en estos seis años, los cuales se agrupan en las 
siguientes categorías: 1) Militarización de la Zona Norte, 2) Grupos Armados que operan en Concepción, San Pedro 
y Amambay, 3) Violaciones al Debido Proceso Penal; 4) El Caso Bonzi, 5), Análisis de la Actuación del Jurado de 
Enjuiciamiento de Magistrados, 6) Asesinatos de Personas Trans en Paraguay, 7) Prisión Preventiva, 8) Inseguridad

Militarización de la zona norte1
siempre legitimado por jueces y fis-
cales, entre las violaciones constata-
das en el informe Topáke Violencia 
Nórtepe y publicadas en este Obser-
vatorio, se documentaron afectacio-
nes al derecho a la vida; a la inte-
gridad personal; a la presunción de 
inocencia; al derecho a la defensa; 
a la libertad y a la seguridad perso-
nal; al libre tránsito; a la propiedad, 
a la reunión y a la organización; así 
como conculcaciones de derechos 
de niños, niñas y mujeres., así como 
la migración, la estigmatización y el 
miedo constante de los pobladores y 
pobladoras.
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Grupos armados que operan en Concepción, San Pedro y Amambay2

Violaciones al debido proceso penal3

En esta zona del país operan grupos ar-
mados con distintas características y fina-
lidades. Por un lado, el Ejército del Pueblo 
Paraguayo (EPP) y el Ejército del Mariscal 
López (EML), junto con la Asociación Cam-
pesina Armada (ACA) son los tres grupos 
armados ilegales con características insur-
gentes que operan en el norte de San Pe-
dro y sur de Concepción, de manera ininte-
rrumpida, al menos desde 2008, realizando 
diversos tipos de delitos y crímenes, que 
provocaron la reacción armada estatal y ge-
nerando diversos tipos de impactos en las 

comunidades donde operan, aunque el EPP 
es el que demostró mayor capacidad de ac-
tuación.

Así también, en Amambay el Primer 
Comando de la Capital (PCC) al igual que 
ocurrió en Brasil, desde su arribo a nuestro 
país, no para de crecer en número de miem-
bros y colaboradores, ocupando cada vez 
más territorios penitenciarios, a tal punto 
que tiene presencia en cada una de las cár-
celes de varones, y en algunas de mujeres. 
El PCC en comparación a los grupos con 
características insurgentes que operan en 

la zona norte tiene un poder bélico mucho 
mayor.

Las malas condiciones de encierro, el 
abuso de poder de los agentes penitencia-
rios, la corrupción endémica y naturalizada 
dentro de los reclusorios, la escasa forma-
ción de los gestores, directores y guardias 
cárceles, así como el abuso de la prisión 
preventiva y el sostenido aumento de la po-
blación privada de libertad, sin ningún tipo 
de tratamiento, facilitan el surgimiento y 
consolidación de este tipo de facciones car-
celarias.

El Ministerio Público es el representante 
de la sociedad en la persecución de delitos 
y crímenes (Art. 266 C. N.). Tiene como de-
ber velar por el respeto de los derechos y 
las garantías constitucionales de todos los 
paraguayos y las paraguayas (Art. 268 C.N), 
sin hacer ningún tipo de distinción porque 
en Paraguay no se admiten discriminacio-
nes (Art. 46 C. N.). Estos mandatos indican 
a los agentes fiscales cómo deben actuar, 
cuándo investigan un hecho punible. Sin 
embargo, muy por el contrario, varias ac-
tuaciones del Ministerio Público han sem-
brado miedo, desconfianza e inseguridad 
con sus procedimientos alejados de la le-
galidad y el sentido común, principalmente 
en su lucha contra grupos armados ilegales 
que operan en la zona norte con la anuen-
cia del Poder Judicial.

Dos de los casos más emblemáticos que 
han sido publicados en este Observatorio 
de debido proceso y seguridad han sido los 
de Pablo Valiente y Cecilia Acosta que se 
detallan a continuación, ya que constituyen 
ejemplos del patrón de intervención del Mi-
nisterio Público, en la zona.

3.1. Pablo Valiente
Pablo Valiente, un estudiante de dere-

cho del segundo curso, fue detenido el 18 
de septiembre de 2014 en Pedro Juan Ca-
ballero. Entonces tenía 21 años. El 18 de 
agosto de 2016 fue condenado a 17 años 
de cárcel por los jueces Richard Alarcón, 
Hilda Benítez Vallejos y Fulvio Salinas Ga-
leano por los delitos de coacción, coacción 
grave, privación de libertad, robo agrava-
do, producción de riesgos comunes, aso-
ciación terrorista y violación de la ley de 
armas de fuego. La acusación lo presentó 
el fiscal Federico Delfino. Los tres jueces, 
y el fiscal Delfino nunca le dijeron a Pablo 
Valiente qué exactamente hizo para mere-
cer estos años de encierro. De esta mane-
ra, es otro paraguayo en prisión en viola-
ción de las garantías penales y procesales 
que establece la Constitución Nacional. Es 
otra víctima de la arbitrariedad del siste-
ma judicial.

En la acusación, de las siete ocasiones en 
que el fiscal Delfino se refiere a actos atri-
buidos a Pablo Valiente Chaparro en ningu-
na de ellas relata concretamente acciones 
humanas específicas verificables empírica-
mente. Se limita a repetir la misma expre-
sión utilizando distintos verbos conjugables 
con la categoría jurídica de apoyo logístico. 
El artículo 347 CPP manda que el Ministe-
rio Público ponga a disposición del acusado 
las pruebas que usará para probar que par-
ticipó de uno o varios delitos. Son elemen-
tos, recuerdos (testigos) o algún otro objeto 
que tenga relación con el delito investigado. 
Las pruebas, por tanto, deben ser pertinen-
tes y oportunas. En el caso de la acusación a 
Pablo Valiente, el fiscal Delfino entregó 139 
evidencias muchas de las cuales no tienen 
ninguna relación con los delitos que acusó.

3.2. Cecilia Acosta
Cecilia Acosta Zacarías (26) fue deteni-

da el 19 de abril de 2016 acusado de formar 
parte del apoyo logístico del EPP. La prin-
cipal prueba que presenta el Ministerio Pú-
blico es una foto donde se la ve sentada, en 
algún lugar. El fiscal Delfino, quien firmó la 
imputación no dice qué, cómo, ni cuándo 
prestó ayuda al EPP, pero sí solicitó prisión 
preventiva. Fue imputada al mismo tiem-
po que Pablo Valiente, el 17 de septiembre 
de 2014, y en el mismo caso. Sin embargo, 
nunca le notificaron de la imputación, ni la 
detuvieron hasta un año y siete meses des-
pués. Ella vivía y trabajaba en Arroyito du-
rante este tiempo, atendiendo en un kiosko 
y cuidando de su hijo pequeño. El fiscal Del-
fino no ha determinado qué acciones con-
cretas realizó Cecilia para establecer que la 
misma haya cometido cuanto menos, siete 
hechos punibles. Su requerimiento fiscal es 
vago y está cargado de acusaciones genéri-
cas que ponen en riesgo principios y garan-
tías centrales dentro del modelo acusatorio 
garantista que rige en nuestro derecho pe-
nal, repitiendo el modelo de actuación del 
caso Pablo Valiente. Cecila Acosta aceptó 
una salida alternativa, asumiendo algunos 
delitos de los que se le acusó a través el Pro-

cedimiento Abreviado y fue condenada a 5 
años. A Valiente le habían ofrecido también 
el Abreviado pero el confió que demostra-
ría su inocencia en el Juicio Oral y Público. 
No contó con que los jueces no ejercerían 
su labor de impartir justicia dictando una 
sentencia, basada en pruebas.

3.3. Justicia sin rostro
La doctrina de la justicia sin rostro fue 

implementada por el gobierno colombiano 
en la década de los 80, para juzgar a grupos 
criminales vinculados al tráfico de drogas y 
posteriormente a terroristas. Esta justicia 
se caracterizó por la incorporación de una 
jurisdicción especializada donde las iden-
tidades, tanto de los operadores de justicia 
como de los testigos, eran secretas y, por 
tanto, se desconocía quiénes dictaban las 
sentencias y quiénes brindaban las infor-
maciones que servían de base para las con-
denas.

El Paraguay cuenta con normativa que 
contempla un modelo garantista basado en 
la publicidad, inmediatez y contradicción; 
razón por la cual la justicia sin rostro que-
da segregada del sistema normativo, sin 
embargo, algunas prácticas propias de este 
modelo son toleradas y están siendo utili-
zadas en juicios a supuestos integrantes del 
EPP y la ACA, violando principios constitu-
cionales, en varios casos penales incluidos el 
de Pablo Valiente y que han sido registrados 
en el informe Topáke Violencia Nórtepe y 
este Observatorio documentando la utiliza-
ción de pruebas testimoniales provenientes 
de “fuentes humanas” en donde por razones 
de supuesta seguridad no se podía revelar la 
identidad de estas personas y que han sido 
base para imputaciones, acusaciones y hasta 
condenas.

La justicia sin rostro corresponde a un 
modelo autoritario, propio del sistema in-
quisitivo que responde a un derecho penal 
de emergencia y del enemigo, cuyo discur-
so eficientista pretende obtener a cualquier 
precio, condenas ejemplificadoras de he-
chos que generan gran alarma social, con-
denado aun a inocentes.

Gráfico 1: Confianza en las autoridades – Nivel nacional.

Fuente: Encuesta Nacional de Victimización 2017.
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Conocer el porqué del descrédito institucional que sufren las autoridades 
del sector justicia, es decir, el desconocimiento de funciones y la desconfianza de la ciudadanía hacia la policía, fiscalía y poder judicial, es clave 

para entender el alto porcentaje de subregistro y buscar alternativas para reducir la impunidad y la brecha que existe para el acceso a la justicia.

La creencia del aumento de la delin-
cuencia en el país es del 97%, la sensa-
ción de inseguridad caminando solo/a 
en su barrio es del 48% y la creencia de 
ser víctima en el futuro el 52%, y esto 
mismo se relaciona con la confianza 
institucional, pues la desconfianza ciu-
dadana hacia las instituciones encar-
gadas del control y la prevención de la 
criminalidad se encuentran estrecha-
mente vinculadas con la sensación de 
inseguridad descrita previamente. 

En el país, la policía nacional es 
considerada en un 49,9% poco confia-
ble y nada confiable, a su vez la fiscalía 
alcanza el 49,3% y; finalmente los jue-

ces el 53,9% de desconfianza, tal como 
se observa en el gráfico n° 1. Confianza en las autoridades de 

acuerdo al nivel educativo.Por otro lado, a partir de datos de 
la Encuesta Nacional de Victimización 
(ENV, 2017), se observa que los que 
cuentan con una educación escolar 
básica confían más, tanto en la policía 
nacional, como en los fiscales y jueces, 
superando incluso el 50% de confian-
za. Este porcentaje de confianza va 
menguando a medida que se cuenta 
con mayor nivel educativo, como se 
podrá observar en la Tabla N° 1. 

La falta de capacidad de las auto-
ridades del sector justicia para com-
batir la criminalidad y otorgar cierta 
tranquilidad a la ciudadanía, ha hecho 
nacer la desconfianza exacerbada ha-
cia las mismas autoridades, y esta ha 
sido una de las causantes de la no de-
nuncia o sub registro, que a nivel na-
cional, alcanza el 68,3% en el último 
año, mientras que los hechos punibles 
con mayor sub registro son: el robo en 
vivienda con el 72,3% y la extorsión 
con el 88,5% (Martens, Pérez, Moli-
nas, Ramos, Orrego & otros, 2018). 

En muchos casos, las autoridades 
son vistas como una amenaza para 
la comunidad (CEPAL, 1999), pues 
también están envueltos en hechos de 
corrupción (cobro de coimas, prevari-
cato, parcialidad manifiesta en caso de 
los jueces, etc.), esto supone la deslegi-
timación del sistema político, policial y 
judicial ante el combate a la criminali-
dad, lo cual provoca un clima propicio 
que genera la desconfianza ciudadana 
hacia a la policía nacional, la fiscalía y 
finalmente los juzgados y tribunales. 

Desconfianza en las instituciones del 
sector justicia produce sub registros y 
afecta la persecución penal

Hace poco más de 20 años, INECIP-Paraguay 
empezó a trabajar en torno a la compresión 
del funcionamiento del sistema penal. Estos 
años de trabajo y estudio nos permitieron 
conocer la distancia que existe entre lo que 
tiene que ser, según la ley, (formulación) y 
cómo funciona (configuración). En un Estado social de derecho de ca-

rácter republicano, las instituciones deben 
adecuar sus actuaciones a los mandatos 
constitucionales y legales para contribuir a 
la seguridad jurídica y a la seguridad huma-
na integral. Esto no será posible sin un con-
trol constante de las actuaciones de quienes 

estén al frente o actúen como parte de estas 
instituciones. 

Una vigilancia documentada y sistemá-
tica es fundamental para que la ciudadanía 
contribuya a disminuir la distancia que exis-
te entre el deber ser y el ser en el sistema 
de justicia penal. Por eso nos propusimos reunir, analizar 

y publicar informaciones de los mismos ac-
tores involucrados en su funcionamiento, 
de las personas a quienes afecta y sobre 
las políticas de seguridad que implementa. 
Queremos que esto contribuya a generar 
una conciencia ciudadana crítica dotada de 

elementos para exigir que el poder penal del 
Estado se aplique únicamente dentro de los 
márgenes constitucionales. El sistema penal debe cumplir su mi-

sión constitucional de limitar la violencia 
estatal, de lo contrario pierde el único sen-
tido que tiene.

Este material se realiza en colabora-
ción con Diakonia, organización sueca de 
cooperación internacional basada en la fe 
que, junto con actores locales, trabaja por 
un cambio duradero que mejore la situa-
ción de las personas más vulneradas en el 
mundo.
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Tabla N° 1. Confianza en las autoridades y nivel educativo.

Muy confiables
Policía Nacional Fiscalía Jueces y Tribunales

EEB

58,8%
49,0%

51,9%

Bachiller

30,8%
32,4%

15,7%

Superior o Universitario
7,6%

27,8%
26,5%

Fuente: Encuesta Nacional de Victimización 2017.
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Gustavo Bonzi se desempeñaba como juez de 
garantías de Yby Yaú, departamento de Concep-
ción, hasta el día en que fue removido por el Ju-
rado de Enjuiciamiento de Magistrados (JEM). 
Cuando el caso de 14 personas acusadas de haber 
actuado como apoyo logístico en el secuestro del 
ganadero Luis Lindstron cayó en manos del juez 
Gustavo Bonzi, él sabía que no le esperaba una 
tarea fácil. Se encontró con que la Fiscalía era 
incapaz de demostrar una conducta que pudiera 
vincular a los acusados con el hecho, por lo que 
un juicio oral era inviable. Ante la falta de atribu-
ción concreta de acciones, el juez de Yby Yaú de-
cidió sobreseer definitivamente a los imputados, 
no sin antes ser amenazado en repetidas ocasio-
nes por fiscales, entre las que se encontraba San-
dra Quiñonez. Lo que se vino después Bonzi lo 
calificó como “un atentado contra la independen-
cia judicial” su destitución por parte del Jurado 
de Enjuiciamiento de Magistrados. En el 2012, el 
ex juez planteó una acción de inconstitucionali-
dad a la Corte Suprema de Justicia y hasta hoy 
sigue esperando una respuesta

La destitución del juez Bonzi puso en evidencia 
que la prioridad del sistema de justicia en Para-
guay es la protección de los intereses de algunos 
grupos de poder y no la vigencia de las garantías 
penales, ni procesales. Por otro lado, impactó ne-
gativamente en las posibilidades de acceso a la 
justicia, principalmente de quienes sufren facto-
res de exclusión o están estigmatizados, ya que 
ahondó la falta de independencia interna y exter-
na de los jueces y juezas de la República.

El Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados 
(JEM) es un órgano de control de las actuaciones 
de agentes del poder judicial implementado en la 
Constitución Nacional de 1992, específicamente 
en el artículo 253 que establece su creación y su 
instauración como instancia juzgadora y sancio-
nadora de magistrados y magistradas, así como su 
integración diversificada por distintos poderes del 
Estado.

Si bien, en Paraguay son varios los factores ex-
ternos que poseen gran injerencia en los jueces y 
juezas a la hora de tomar decisiones, tales como 
los medios de comunicación, los operadores po-
líticos, la presión social, es el Jurado de Enjuicia-
miento de Magistrados el que más temor gene-
ra en los magistrados y magistradas (Martens y 
otros, 2018). En el marco del Observatorio se han 
realizado entrevistas a jueces y juezas del sistema 
penal de Asunción y el departamento Central. Los 
resultados de estas indagaciones dan cuenta que 
debido a las injerencias del JEM, se puede clasifi-
car a los jueces y juezas en dos categorías, aunque 
ambos actúan con miedo, poseen pequeñas dife-
rencias, el primero es aquel que efectivamente ha 
recibido amenazas y constreñimientos directa o 
indirectamente por parte de miembros del JEM, 
y en segundo lugar están los que sin siquiera re-
cibir una sola amenaza ya actúan por miedo; se 
encuentran en este grupo quienes han recibido el 
mensaje enviado a sus colegas por lo que reprodu-
cen los mismos vicios de aquellos para mantener-
se aferrados al cargo, produciéndose el fenómeno 
del disciplinamiento.

La impunidad ha caracterizado a los asesi-
natos de personas trans en Paraguay, debido 
a que de 62 muertes a mujeres trans registra-
dos por la Asociación Panambi en el periodo 
comprendido entre 1989 – 2018 no se han 
registrado personas condenadas por estos crí-
menes.

En efecto, en los resultados publicados por 
este Observatorio y el libro Violencia e Impu-
nidad. Análisis de la reacción estatal ante ase-
sinatos de personas trans en Paraguay, reali-
zado por el INECIP y la Asociación Panambi, 
se aprecian desconocimientos y prejuicios en 
los y las agentes fiscales, puesto que en su gran 
mayoría consideran que la identidad de género 
de la víctima no es relevante para una investi-
gación penal, por el contrario, los organismos 
internacionales de derechos humanos sostie-
nen que al desconocer la identidad de género 
de una víctima trans, se pierden datos impor-
tantes, como el móvil del crimen y los supues-
tos sospechosos del hecho. Así mismo, se han 
analizado cuatro carpetas fiscales abiertas por 
el homicidio a una trans y se han encontrado 
investigaciones deficientes.

Otra cuestión de la cual se ha hecho eco el 
Observatorio ha sido el fin de esta impunidad 
debido a que en el 2019 ha sido condenada a 
25 años de pena privativa de libertad la prime-
ra persona responsable del homicidio de una 
trans. Con ello se busca revertir el mensaje de 
impunidad existente.

Prisión preventiva7

El caso 
Bonzi4 El Jurado de 

Enjuiciamiento 
de Magistrados

5 Asesinatos a 
personas trans 
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El hacinamiento y la tortura persisten  

en los centros penitenciarios

En este artículo se presentan y analizan 

algunos testimonios recogidos en el 

libro “La violencia en el encierro. (I)

racionalidades de la prisión preventiva”; 

estos testimonios de internos, ex internos 

y miembros de la Policía Nacional dan 

cuenta de que persisten las condiciones 

de hacinamiento en los centros 

penitenciarios, así como prácticas de 

tortura en los mismos. 

En el artículo 1 de la Convención 

de las NNUU contra la Tortura y 

Otros Tratos o Penas Crueles, Inhu-

manos o Degradantes se expone la 

definición legal de la tortura: 

“A los efectos de la presente Con-

vención, se entenderá por el térmi-

no “Tortura” todo acto por el cual se 

inflija intencionalmente a una per-

sona dolores o sufrimientos graves, 

ya sean físicos o mentales, con el 

fin de obtener de ella o de un ter-

cero información o una confesión, 

de castigarla por un acto que haya 

cometido, o se sospeche que ha co-

metido, o de intimar o coaccionar 

a esa persona o a otras, cuando 

dichos dolores o sufrimientos sean 

infligidos por un funcionario pú-

blico u otra persona en el ejercicio 

de funciones públicas, a instiga-

ción suya, o con su consentimiento 

o aquiescencia. No se considerarán 

torturas los dolores o sufrimientos 

que sean consecuencia únicamente 

de sanciones legítimas o que sean 

inherentes o incidentales a éstas.”

De la definición precedente pasa-

remos a analizar extractos de entre-

vistas realizadas a miembros de la 

Policía Nacional en actividad:

“Algunas celdas son sucias 

y no cuentan siquiera con 

baño, entonces hacen sus 

necesidades en recipientes 

que cada tanto lo vacían en el 

baño. Existen todavía celdas 

sin agua potable dentro. No 

se tienen colchones, mucho 

menos literas o camas. Exis-

ten muchas irregularidades, 

y un animal está mejor en su 

casa que un detenido en cier-

tos lugares de la policía, o en 

la penitenciaría, pero qué vas 

a hacer. No le podés soltar 

a un delincuente, y la ley se 

cumple, aunque eso impli-

que que el detenido pase mal 

por la falta de medios no por-

que uno quiera maltratarlo. 

Nunca escuché que se suelte 

a alguien porque no hay con-

diciones para tenerlo”.

es… te callás y aguantás por 

la situación… pero es una 

violación lo que nos hacen… 

Vos tenés que estar aguan-

tando esos abusos para evi-

tar que te gorroteen”.

“A mí me colgaron de la 

mano y de los pies… me hi-

cieron cantar…; me pusieron 

hule por la cabeza y decían 

que iban a matarme… dis-

paraban… Me cortaron en 

varias partes… A mí me pi-

canearon…”

“A mí me dieron de tomar 

detergente luego… jugaron 

todo mal por mí. Me tuvie-

ron como un animal”.

“En la comisaría… en in-

vestigación de delitos me 

desnudaron y apretaron los 

huevos… me desmayé… in-

cluso llegué a orinar sangre”.

Estos testimonios, tanto de los 

agentes policiales, como de los dete-

nidos o ex detenidos, demuestran la 

existencia de un patrón común, que, 

sopesando con la definición previa-

mente estudiada, ayuda a verificar 

la existencia de hechos de tortura 

en los centros penitenciarios, pues 

en todos los casos analizados, se 

encuentran reunidos estos tres ele-

mentos necesarios.

•	 La imposición, de forma intencio-

nada, de dolor o sufrimiento gra-

ve, ya sea física o mentalmente,

•	 Por un funcionario público, que 

esté directa o indirectamente in-

volucrado, 

•	 Con un propósito específico.

De esta manera, se constata la 

continuidad de la tortura y los de-

más malos tratos, que se dan en los 

centros de prisión, siguiendo con 

tradición stronista, naturalizando el 

sufrimiento de los internos, apelan-

do a una finalidad de encierro que 

desde la practica predomina por en-

cima de la ley y la dignidad humana, 

que se sintetiza en la idea de casti-

gar y disciplinar, bajo el pretexto de 

defender a la sociedad (Orrego, y 

otros, 2018).

En Paraguay es aún escasa la ju-

risprudencia al respecto, así mismo, 

existe casi nulo control convencio-

nal e investigaciones sobre la per-

sistencia de la tortura en los centros 

penitenciarios del país. Es por ello 

que mientras no se profundice en 

las causas de forma y de fondo que 

atañen al problema y no se realice 

un trabajo coordinado entre los tres 

poderes del Estado, continuarán es-

tas prácticas. 

Se torna urgente la necesidad de 

capacitar a los agentes estatales y 

dotarlos de los conocimientos idó-

neos para hacerle frente a este flage-

lo, además es necesario contar con 

infraestructuras acordes a estánda-

res internacionales para menguar 

este nivel de aforo y hacinamiento 

que atentan contra la dignidad hu-

mana.

“Yo no vi, pero sé que ocu-

rre en algunos casos porque 

escucho lo que dicen los ca-

maradas. Sé que eso hacen 

algunos policías de inves-

tigaciones para averiguar 

cosas; los de automotores 

también; todo el mundo 

sabe eso en la policía, pero 

en realidad es la única forma 

de evitar que sus cómplices 

sigan cometiendo o evitar 

otros delitos”

“Un buen saple… le ajustas 

bien su esposa para que le 

duela, una patada cuando 

está en el piso. Si alguien 

dice algo, vos decís nomás 

que se golpeó cuando co-

rría o algo así, y que tuviste 

que hacerlo para agarrarle. 

¿quién le va a creer a él? Yo 

no te digo que le tortures 

como dicen algunos, porque 

yo nunca vi eso, pero un es-

carmiento se merece, tam-

poco le vas a tratar como si 

fuese una blanca palomita… 

delincuentes nio son”.

Por otro lado, algunos testimo-

nios de detenidos o ex detenidos dan 

cuenta de la existencia de tortura 

por parte de los agentes policiales: 

“Muchas fuimos toquetea-

das por los policías varones… 

nos meten mano… horrible 

Fuente: Agencia para la libertad Fuente: Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura (MNP).

El Código Procesal Penal de 1998 instau-
ró un régimen de prisión preventiva acor-
de con la Constitución Nacional de 1992, 
que es esencialmente garantista (Orrego 
y otros, 2019). Uno de los avances funda-
mentales de la ley procesal fue el hecho de 
permitir que los jueces puedan aplicar las 
medidas alternativas o sustitutivas a la pri-
sión, sea cual fuese el tipo penal que se in-
voque (Kronawetter, 2003).

Así mismo, producto del populismo pu-
nitivo, el CPP fue modificado en varias oca-
siones en cuestiones relacionadas con las 
condiciones de uso de la prisión preventi-
va, específicamente el art. 245, con las le-
yes, 2493, del 20 de diciembre de 2004 y la 
4431, de 15 de diciembre de 2011. Estas mo-
dificaciones produjeron un retroceso en la 
vigencia de garantías constitucionales, re-
afirmando una práctica autoritaria del uso 

del poder punitivo al tasar la aplicación de 
medidas alternativas o sustitutivas (Mar-
tens & Orrego, 2008). En el 2004, con la 
Ley N° 2493, surgen las primeras tasacio-
nes legales que impiden al juez aplicar me-
didas en determinados casos, si bien el mis-
mo no incidió en un crecimiento sustancial 
de la cantidad de personas en situación de 
encierro penal, debido a que el aumento fue 
del 14% entre el año 2005 y 2011. Sin em-
bargo, la segunda tasación dada en el año 
2011 por la Ley 4431 tuvo un efecto mayor 
en el incremento de la población penal. En-
tre setiembre de 2011 y noviembre de 2016, 
el incremento fue del 83,1% (Orrego y otros, 
2018). En ese sentido, las modificaciones 
sufridas por la normativa procesal penal 
produjeron cambios que vulneran el princi-
pio de excepcionalidad y proporcionalidad 
de la prisión preventiva, ya que promovie-

ron su aplicación de manera automática y 
sacando al juez la posibilidad de valorar los 
requisitos exigidos por la ley en cada caso 
en concreto.

Modificación del art. 245 del CPP
Si bien es cierto que la Comisión Nacio-

nal de Reforma del Código Penal y Procesal 
Penal se encontraba trabajando en la modi-
ficación del art. 245, varios hechos crimina-
les cometidos principalmente por el Primer 
Comando Capital (PCC) en diferentes cen-
tros penitenciarios hicieron que se acelere el 
tratamiento de este artículo, principalmen-
te el ocurrido en la cárcel de San Pedro de 
Ycuamandyyú, en el que, luego de un motín, 
miembros del PCC asesinaron a 10 miem-
bros del clan Rotela, de los cuales 6 fueron 
decapitados y 3 incinerados, lo que implicó 
que dicha situación forme parte de la expre-
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Distintos tipos de procedimientos de producción y utilización de pruebas ilícitas 
en la tramitación de las causas penales 
contra supuestos miembros de grupos armados, en la zona norte del país, fueron 

documentados en el informe Topáke Violencia Nórtepe, algunos de cuyos hallazgos se presentan en esta edición del Observatorio. De este modo, los límites para la obtención de la verdad no 
son respetados en los procesos penales 
generándose pruebas ilícitas por la Fuerza 
de Tarea Conjunta y el Ministerio Público, 
que, presentados al Poder Judicial, a pesar de las impugnaciones son tenidas 

como legales y válidas, usándose como 
fundamentos de condenas.

 En ese contexto, este artículo 
presenta dos formas de pruebas ilí-
citas que se vienen utilizando por 
parte de agentes del sistema penal 
en Concepción y San Pedro bajo el 
pretexto de la lucha contra grupos 
criminales: utilización de informa-
ción proveniente de testigos sin ros-
tro o fuente humana, y la implanta-
ción de pruebas en allanamientos de 
moradas. 

Utilización de testigos sin 
rostros 

Topáke Violencia Nórtepe docu-
mentó que, en los procesos penales 
abiertos contra los supuestos miem-
bros de grupos armados que operan 
en la zona, el Ministerio Público se 
basó, tanto para imputar, como para 
solicitar condena en datos prove-
nientes de informantes anónimos, 
identificados solamente como fuen-
tes humanas, sin dar más datos de 
quiénes habrían sido estos testigos. 
El Poder Judicial no frena esta irre-
gularidad. 

Los límites que existen en el pro-
ceso penal para la obtención de la 
verdad tienen la finalidad de evitar 
los abusos de los representantes es-
tatales y el respeto de la dignidad 
humana. Implican el cumplimien-
to de determinados requisitos para 
que la información reunida en la in-
vestigación fiscal pueda ser presen-
tada como evidencia en un Juicio 
Oral y público.  La condición impuesta a la bús-

queda de la verdad en el régimen 
procesal paraguayo recoge la me-
moria histórica de la humanidad 
sobre el comportamiento del poder 
del estado en diversos periodos de la 
historia; en base a ella se construye-
ron reglas de garantías, condiciones 
que establecen un modo de actuar 
para asegurar que los actos de in-
vestigación son necesarios, y que, en 
su forma de realización, se mitiguen 
peligros de abuso de poder. 

Producción de pruebas ilícitas 
bajo el pretexto de lucha contra 
grupos criminales que operan en 
Concepción y San Pedro

Responsables: Dr. Juan A. Martens,  director ejecutivo INECIPDr. Ever Villalba,  decano FCTA 
Investigadores:Juan A. Martens Diego MolinasAlfredo Troche 

Diagramación:Mayi Blanco 
Administración: Julio RomeroRubén Denis

STAFF

Topáke violencia nórtepe

SUMARIO

Dirección:Vicepresidente Sánchez 612 e/ Azara 
y Herrera
Teléfono: 021-222510/11 www.inecip.org.py Asunción-Paraguay

Inecipparaguay

@INECIPPY

continúa en la siguiente página

– Producción de pruebas ilícitas bajo el pretexto de lucha contra grupos criminales que operan en Concepción y San Pedro– Uso desmedido de la fuerza, robos y violaciones al libre tránsito caracterizan la actuación de la FTC en el Norte

 Aunque sea ilegal la práctica 
descrita, el Ministerio Público argu-
menta que las personas que colabo-
raron con la investigación quedarían 
expuestas a represalias en caso de 
revelarse su identidad, sin embargo, 
el mismo Ministerio Público cuenta 
con un sistema de protección a tes-
tigos que puede activar para que el 
proceso sea legal, y que el imputado 
conozca la identidad de quien apor-
ta información. Esta mala práctica deja en inde-

fensión a los procesados con rela-
ción a varios puntos de las acusacio-
nes presentadas, y sin posibilidades 
de preparar las estrategias de de-
fensa a los abogados intervinientes. 
Precisamente, un litigante manifes-
tó que: 

Cuando te afirman de que fuen-
tes humanas son las que involucran 
como sospechoso a tu defendido 
realmente no podés controvertir la 
versión y ejercer un aspecto central 
del derecho de defensa. Te dejan sin 
poder hacer nada.
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Derecho a la defensa en la aplicación de sanciones disciplinarias penitenciarias
Primera condena por crimen de odio hacia una mujer trans en Paraguay

Fuente: Resumen Latinoamericano - Serpaj.

“La producción de este material es exclusiva responsabilidad de INECIP, no refleja necesariamente el punto de vista de Diakonia.” 

Hace poco más de 20 años, INECIP-Paraguay empezó a 
trabajar en torno a la compresión del funcionamiento del 
sistema penal. Estos años de trabajo y estudio nos permi-
tieron conocer la distancia que existe entre lo que tiene 
que ser, según la ley, (formulación) y cómo funciona (con-
figuración).
En un Estado social de derecho de carácter republicano, las 
instituciones deben adecuar sus actuaciones a los mandatos 
constitucionales y legales para contribuir a la seguridad ju-
rídica y a la seguridad humana integral. Esto no será posible 

sin un control constante de las actuaciones de quienes estén 
al frente o actúen como parte de estas instituciones.

Una vigilancia documentada y sistemática es funda-
mental para que la ciudadanía contribuya a disminuir la 
distancia que existe entre el deber ser y el ser en el siste-
ma de justicia penal.

Por eso nos propusimos reunir, analizar y publicar in-
formaciones de los mismos actores involucrados en su 
funcionamiento, de las personas a quienes afecta y sobre 
las políticas de seguridad que implementa. Queremos que 
esto contribuya a generar una conciencia ciudadana crí-

tica dotada de elementos para exigir que el poder penal 
del Estado se aplique únicamente dentro de los márgenes 
constitucionales.

El sistema penal debe cumplir su misión constitucio-
nal de limitar la violencia estatal, de lo contrario pierde el 
único sentido que tiene.

Este material se realiza en colaboración con Diakonia, 
organización sueca de cooperación internacional basada 
en la fe que, junto con actores locales, trabaja por un cam-
bio duradero que mejore la situación de las personas más 
vulneradas en el mundo.

¿Por qué un Observatorio sobre debido proceso y seguridad?

Inicio de otra etapa
Con esta edición, cerramos una etapa e inicia-

mos otra, donde pretendemos que el Observatorio 
sea más ágil y dinámico en la provisión de datos y 
evidencia empírica para analizar los fenómenos del 
debido proceso penal y seguridad en Paraguay.

A lo largo de estos seis años el Observatorio ha 
sido publicado en formato físico y digital, así tam-
bién, entregado a jueces y fiscales de Concepción, 
San Pedro, Amambay, Encarnación, Alto Paraná 
y Asunción logrando de esta manera visibilizar las 
violaciones que se cometen por actores del siste-
ma penal, las personas que son afectadas por estas 
conculcaciones y las políticas de seguridad que han 
implementado los gobiernos. Ha sido también un 
espacio para que alumnos de la Maestría en Garan-
tismo Penal y Derecho Procesal del INECIP-Py y la 
Universidad Nacional de Pilar presenten artículos 
científicos provenientes principalmente de las tesis 
que han realizado.

El Observatorio seguirá brindando análisis de in-
formaciones sobre violencia, inseguridad y debido 
proceso en el país, en formato electrónico utilizando 
las redes sociales, gracias a la cooperación entre el 
INECIP-Py y la Facultad de Ciencias, Tecnologías y 
Artes de la Universidad Nacional de Pilar (UNP). 

La inseguridad es otro de los temas 
abordados con frecuencia en el Observa-
torio, en general, a partir de datos obje-
tivos de violencia e inseguridad y datos 
provenientes del Atlas de la violencia e 
inseguridad en el Paraguay 2010-2017, 
realizado por el INECIP y la Universidad 
Nacional de Pilar con el cofinanciamien-
to del CONACYT. El mismo contiene da-
tos registrados por la Policía Nacional y 
resultados de una Encuesta Nacional de 
Victimización en el que se destacan, que, 
a nivel nacional, la tasa de homicidios do-
losos tuvo un descenso del 31,34% entre el 
2010-2017, con relación a los delitos con-
tra la propiedad hubo un ascenso del 4,3% 

en el mismo periodo. En el periodo 2006 
a 2020, el descenso de los homicidios es 
del 45%; en el caso de los feminicidios en-
tre 2017 y 2020 hubo una disminución del 
32%. De esta manera, en 2020 se regis-
traron en todo el país 431 asesinatos, y 36 
feminicidios.

Los resultados de la ENV muestran que 
en Paraguay la población victimizada es 
del 36% y que solo se registran 3 de cada 
10 delitos que se cometen, así mismo, el 
97% de la población refirió que aumentó 
la delincuencia, el 48,1% tiene miedo al 
caminar por la calle de noche solo/a y el 
52,7% cree que será víctima de algún delito 
en los próximos 12 meses.

sión de motivos de la nueva ley, la cual ma-
nifiesta lo siguiente: “En consideración a 
los últimos acontecimientos ocurridos en la 
penitenciaria de San Pedro, además de Ta-
cumbú y Encarnación y anteriormente en 
los centros penitenciarios regionales de las 
ciudades de Coronel Oviedo y Concepción, 
y el violento homicidio de 10 personas pri-
vadas de libertad, además de las amenazas 
directas enviadas por miembros del Primer 
Comando Capital, cuyos miembros priva-
dos de libertad habrían iniciado enfrenta-
mientos, tomando a agentes penitenciarios 
de rehenes e hiriendo a estos y a internos en 
el marco de los hechos, ya meses atrás y que 
esta situación se vio agravada recientemen-
te”. “Los últimos acontecimientos constitu-
yen un llamado de atención contundente, y 
que precisa de acciones inmediatas ante el 
principal factor de aumento de la violencia 
y la crueldad debido a la presencia de gru-
pos vinculados al crimen organizado, que 
de acuerdo a la experiencia de las cárceles 
de Brasil, aprovechan las condiciones que 
generan el hacinamiento, para imponer sus 
liderazgos y captar miembros para sus re-
des criminales que operan al interior de las 
cárceles generando violencia en contra del 
personal penitenciario y amenazando con 
su capacidad de fuego”.

En definitiva, con la modificación del 
art. 245 del CPP y su vuelta a la redac-
ción original, la Ley 6.350, de 15 de julio 
de 2019, la prisión preventiva, normativa-
mente, es de nuevo excepcional y se les re-
torna a los jueces la facultad de decidir en 
cada caso si corresponde o no la aplicación 
de esta medida cautelar, sin embargo, aún 
no se ha trabajado en los distintos factores 
extralegales que inciden al momento de su 
aplicación, como la presión mediática y so-
cial, miedo de jueces y fiscales al JEM, la 
incidencia del factor económico, político y 
la pertenencia social del imputado, por lo 
que pensar en una reducción considerable 
de la superpoblación carcelaria sigue sien-
do una utopía.

Diversas publicaciones del Observato-
rio, así como en la investigación denomi-
nada Violencia en el encierro. (I)racionali-
dades de la prisión preventiva en Paraguay 
ejecutado por el INECIP y la Universidad 
Nacional de Pilar y cofinanciada por el CO-
NACYT, han constatado la vigencia de un 
modelo de encierro penal ilegal e ilegítimo, 
pero que continúa usándose sistemática-
mente por operadores, tanto del Ministerio 
Público como del Poder Judicial, y en el que 
inciden de manera determinante factores 
extralegales.
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